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desobediencia a la autoridad tipificado, como tal, en
los Arts. 556 y 634 del Código Penal.

5°.- ADVERTIR al promotor de las obras que,
transcurrido dicho plazo sin haberse instado la
expresada licencia o, en su caso, sin haberse
ajustado a las condiciones señaladas en la misma,
se acordará, sin más trámites, en resolución corres-
pondiente, la demolición de las obras a costa del
interesado/promotor, de conformidad con lo dis-
puesto en los Arts. 29 del Reglamento de Disciplina
Urbanística aprobado por el Real Decreto 2187/
1978, de 23 de junio y los Arts. 184 y 185 del Texto
Refundido de la Ley del Suelo de 1976 aprobado por
Real Decreto 1346/1976, de 9 de abril.

6°.- Igualmente se ADVIERTE que se instruirá
expediente por infracción urbanística a los responsa-
bles de las obras ilegales y serán sancionados en la
forma y cuantía establecidas en los Arts. 225 a 228
del TR de la Ley del Suelo aprobada por RD 1346/
1976 y concordantes del RDU.

7°.- Solicitar expresamente al Registro de la
Propiedad la anotación de incoación de expediente
de disciplina urbanística de restauración de la lega-
lidad. Y una vez practicada se notifique a todos los
titulares del dominio y cargas según certificación al
efecto expedida (Arts. 56 y 59 del Real Decreto 1093/
1997, de 4 de julio).

8°.- Notificar dicha Orden al Titular Registral de la
finca identificada en el expediente, indicándole su
derecho a presentar las alegaciones, que estime
oportunas, al acuerdo de anotación preventiva del
expediente en el Registro de la Propiedad, en el
plazo de 10 días.

9°.- Se comunique a los interesados en este
procedimiento, de conformidad con lo dispuesto en
el Art. 42.3, de la LRJPAC, lo siguiente:

A.- El plazo máximo establecido para la resolu-
ción del presente expediente es de TRES MESES
contados desde la finalización del plazo de legaliza-
ción.

B.- Efectos que producirá el silencio administra-
tivo: De conformidad con lo dispuesto en el Art. 44 de
la LRJPAC, (en su nueva redacción según Ley 4/
1.999), en los procedimientos iniciados de oficio, el
vencimiento del plazo máximo establecido sin que
se haya dictado y notificado resolución expresa no
exime a la Administración del cumplimiento de la

obligación legal de resolver, produciendo los si-
guientes efectos:

1.- En los procedimientos en que la Administra-
ción ejercite potestades sancionadoras o, en ge-
neral, de intervención, sesceptibles de producir
efectos desfavorables o gravamen, se producirá la
caducidad. En estos casos, la resolución que
declare la caducidad ordenará el archivo de las
actuaciones, con los efectos previstos en el artícu-
lo 92.

10°.- De conformidad con lo dispuesto en el Art.
107 de la LRJ-PAC 30/92 de 26 de noviembre,
contra la presente resolución no cabe recurso de
alzada por tratarse de un acto de trámite.

Lo que se publica para su conocimiento:

Melilla, 11 de enero de 2010.

La Secretaria Técnica.

Inmaculada Merchán Mesa.

CONSEJERÍA DE FOMENTO

DIRECCIÓN GENERAL

DE LA VIVIENDA Y URBANISMO

NOTIFICACIÓN RESOLUCIÓN

EXPEDIENTE SANCIONADOR

105.- No habiéndose podido notificar al domici-
lio de D. Moukhtar Chabeh la iniciación de expe-
diente sancionador, acordada por el llmo. Sr.
Director General de la Vivienda y Urbanismo, con
fecha 23/11/09, por presunta infracción a la norma-
tiva de Viviendas de Protección Oficial, ya que la
notificación ha sido imposible por estar el interesa-
do ausente de su domicilio durante los intentos de
notificación, se procede, a través de su publicación
en el Boletín Oficial de la Ciudad Autónoma de
Melilla, a formalizar la referida notificación, tal y
como previene el artículo 59.4 de la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común.

Como establece el artículo 16 del Real Decreto
1398/1993, de 4 de agosto (BOE de 9/08/93), se
otorga al interesado un plazo de QUINCE DIAS
hábiles para aportar cuartas alegaciones, docu-
mentos o informaciones estime convenientes y, en
su caso, proponer prueba concretando los medios
de que pretenda valerse.


